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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, del quince de julio de dos mil veinticinco.

VISTO el expediente formado con motivo del Recurso de Revisión 12507/INFOEM/ICR-75/IP/RR/2025, interpuesto por XXXXXX XXXXX XXXXXX, a quien en lo subsecuente se le denominará LA PARTE RECURRENTE, en contra del cumplimiento de la resolución del Recurso de Revisión 12507/INFOEM/IP/RR/2025 por parte del Ayuntamiento de Almoloya de Juárez, en adelante EL SUJETO OBLIGADO, se emite la presente Resolución con base en los Antecedentes y Considerandos que se exponen a continuación:

[bookmark: _heading=h.cp29ini3uhzf]ANTECEDENTES

[bookmark: _heading=h.2xslp32r1ozh]DE LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN
[bookmark: _heading=h.r4k35a2zh03p]a) Solicitud de información
El veintidós de septiembre de dos mil veinticinco, LA PARTE RECURRENTE presentó una solicitud de acceso a la información pública ante el SUJETO OBLIGADO, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX). Dicha solicitud quedó registrada con el número de folio 00413/ALMOJU/IP/2025 y en ella se requirió la siguiente información:

“Quiero saber cuál es el padrón catastral que tiene el Ayuntamiento de Almoloya de Juárez al 2025, debiendo informar el importe que recaba dicho ayuntamiento con motivo del pago de derechos a catastro.” (Sic)

Modalidad de entrega: a través del SAIMEX.
[bookmark: _heading=h.g1m18dk2oavc]b) Respuesta del Sujeto Obligado
De las constancias que obran en el SAIMEX, se advierte que EL SUJETO OBLIGADO no entregó la respuesta a la solicitud de Información Pública realizada por LA PARTE RECURRENTE.

[bookmark: _heading=h.adey741hc39f]DEL RECURSO DE REVISIÓN
[bookmark: _heading=h.eyri6xrj6pd3]a) Interposición del Recurso de Revisión
El treinta de octubre de dos mil veinticinco, LA PARTE RECURRENTE inconforme por la falta de respuesta del SUJETO OBLIGADO, interpuso el recurso de revisión mismo que fue registrado en el con el número de expediente 12507/INFOEM/IP/RR/2025, y en el cual manifiesta lo siguiente:

ACTO IMPUGNADO Y RAZONES O MOTIVOS DE LA INCONFORMIDAD: 

“FALTA DE RESPUESTA” (Sic)

[bookmark: _heading=h.bieyt19j0y9n]b) Turno del Recurso de Revisión
Con fundamento en el artículo 185, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el treinta de octubre de dos mil veinticinco, se turnó el recurso de revisión a través del SAIMEX a la Comisionada Sharon Cristina Morales Martínez, a efecto de decretar su admisión o desechamiento. 

[bookmark: _heading=h.wr5ac22rjmyp]c) Admisión del Recurso de Revisión
El cuatro de noviembre de dos mil veinticinco, se acordó la admisión a trámite del Recurso de Revisión y se integró el expediente respectivo, mismo que se puso a disposición de las partes para que, en un plazo de siete días hábiles, manifestaran lo que a su derecho conviniera, conforme a lo dispuesto por el artículo 185, fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.
[bookmark: _heading=h.epulv99ek52t]d) Informe Justificado del Sujeto Obligado
EL SUJETO OBLIGADO no rindió su informe justificado dentro del término legalmente concedido para tal efecto.
[bookmark: _heading=h.5w76fnfevx75]e) Manifestaciones de la Parte Recurrente
LA PARTE RECURRENTE no realizó manifestación alguna dentro del término legalmente concedido para tal efecto, ni presentó pruebas o alegatos.
[bookmark: _heading=h.hbkc47mvwpuv]f) Cierre de instrucción
Al no existir diligencias pendientes por desahogar, el dieciocho de noviembre de dos mil veinticinco, la Comisionada Sharon Cristina Morales Martínez acordó el cierre de instrucción y la remisión del expediente a efecto de ser resuelto, de conformidad con lo establecido en el artículo 185 fracciones VI y VIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. Dicho acuerdo fue notificado a las partes el mismo día a través del SAIMEX. 

[bookmark: _heading=h.tfl94b96vyqc]g) Resolución del Recurso de Revisión.
El veinticinco de noviembre de dos mil veinticinco, en la Cuadragésima Segunda Sesión Ordinaria, el Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, aprobó por unanimidad de votos, la resolución dictada en el Recurso de Revisión 11527/INFOEM/IP/RR/2025, en la cual se determinó lo siguiente:

“PRIMERO. Resultan fundadas las razones o motivos de inconformidad hechas valer por LA PARTE RECURRENTE, en términos del Considerando SEGUNDO de la presente resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al SUJETO OBLIGADO atienda la Solicitud de Acceso a la Información Pública que dio origen al Recurso Revisión número 12507/INFOEM/IP/RR/2025, vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), en términos del Considerando SEGUNDO de esta resolución; y en su caso haga entrega de la información solicitada, debiendo observar las excepciones contenidas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que en su caso resulten aplicables.

TERCERO. Notifíquese vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. Notifíquese a LA PARTE RECURRENTE la presente resolución vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX).

QUINTO. Hágase del conocimiento a LA PARTE RECURRENTE, que, de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, podrá impugnarla vía Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables.

SEXTO. Hágase del conocimiento a LA PARTE RECURRENTE, que las respuestas que dé EL SUJETO OBLIGADO derivadas de la presente resolución son susceptibles de ser impugnadas nuevamente, mediante Recurso de Revisión, ante el Instituto, en términos del artículo 179, último párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

SÉPTIMO. Gírese oficio a la Secretaría Técnica del Pleno de este Instituto para hacer del conocimiento del Órgano Interno de Control competente la presente resolución, a fin de que de conformidad con el artículo 190 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios se determine lo conducente, en términos de lo señalado en el Considerando SEGUNDO de la presente resolución.”

[bookmark: _heading=h.s53mrnaw50sj]h) Notificación de la resolución.
El veintiocho de noviembre de dos mil veinticinco, se notificó a las partes la resolución del medio de impugnación previamente referido, por medio del SAIMEX.

[bookmark: _heading=h.5uu9mu4vbt1l]i) Entrega de Información.
El veintidós de enero de dos mil veintiséis, EL SUJETO OBLIGADO adjuntó el archivo digital “Respuesta al Recurso de Revisión 12507-2025.pdf”, el cual contiene por una parte, el oficio STGAJ/UT/001/2026, de siete de enero de dos mil veintiséis, suscrito por el Titular de la Unidad de Transparencia del Ayuntamiento de Almoloya de Juárez, mediante el cual hizo del conocimiento de la Coordinación de Catastro la resolución emitida por este Instituto dentro del recurso de revisión 12507/INFOEM/IP/RR/2025, requiriéndole proporcionar la información necesaria para dar cumplimiento al resolutivo correspondiente. Asimismo, obra el oficio MAJ/TM/CC/JAGG/021/2026, de veintiuno de enero de dos mil veintiséis, suscrito por el Coordinador de Catastro, mediante el cual, en atención al requerimiento formulado, manifestó que la solicitud parte de una premisa incorrecta al considerar como derechos los ingresos derivados del catastro; señaló que el padrón catastral contiene información vinculada con bienes inmuebles, propietarios o poseedores, valores catastrales y demás elementos que permiten la identificación patrimonial de personas físicas o morales, por lo que constituye información confidencial conforme a la Ley de Transparencia local; y, con base en ello, estimó improcedente proporcionar el padrón catastral solicitado, precisando que únicamente la información estadística, agregada o general sobre los ingresos municipales puede consultarse en los informes públicos, cuentas públicas y portales de transparencia del Ayuntamiento

[bookmark: _heading=h.5q3ksmjg5cjt]j) Interposición del segundo Recurso de Revisión.
Inconforme con la entrega de información por EL SUJETO OBLIGADO en términos del último párrafo del artículo 179 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el seis de febrero de dos mil veintiséis, el ciudadano interpuso el medio de impugnación en estudio indicando lo siguiente:

ACTO IMPUGNADO:

“Niega información” (sic).

RAZONES O MOTIVOS DE INCONFORMIDAD:

“A parte de que firma un ciudadano, quiere dar clases de derecho, niega la información.” (sic).

[bookmark: _heading=h.r3ui24phdzzo]k) Turno del recurso de revisión.
Con fundamento en el artículo 185, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, el seis de febrero de dos mil veintiséis se turnó el recurso de revisión a través del SAIMEX a la Comisionada Sharon Cristina Morales Martínez, a efecto de decretar su admisión o desechamiento. 

[bookmark: _heading=h.d0x7xnd1fl2]l) Admisión del Recurso de Revisión.
El once de febrero de dos mil veintiséis se acordó la admisión a trámite del Recurso de Revisión y se integró el expediente respectivo, mismo que se puso a disposición de las partes para que, en un plazo de siete días hábiles, manifestaran lo que a su derecho conviniera, conforme a lo dispuesto por el artículo 185, fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _heading=h.4zscmxpjz4cc]m) Informe Justificado del Sujeto Obligado.
EL SUJETO OBLIGADO fue omiso en remitir conforme a su derecho el correspondiente informe justificado.

[bookmark: _heading=h.tasjfjg25ylt]n) Manifestaciones de la Parte Recurrente.
LA PARTE RECURRENTE no realizó manifestaciones dentro del término legalmente concedido para tal efecto, ni presentó pruebas o alegatos.

[bookmark: _heading=h.gzxw6qeshmcs]o) Ampliación de Plazo para Resolver 
El ocho de julio de dos mil veintiséis, se notificó el acuerdo de ampliación de plazo para resolver el presente Recurso de Revisión, previsto en el artículo 181, tercer párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _heading=h.x0s91ay53rj3]p) Cierre de instrucción.
[bookmark: _heading=h.2xcytpi]Al no existir diligencias pendientes por desahogar, el ocho de julio de dos mil veintiséis la Comisionada Sharon Cristina Morales Martínez acordó el cierre de instrucción y la remisión del expediente a efecto de ser resuelto, de conformidad con lo establecido en el artículo 185 fracciones VI y VIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. Dicho acuerdo fue notificado a las partes el mismo día a través del SAIMEX.

[bookmark: _heading=h.j9xq17p78l0]CONSIDERANDOS

[bookmark: _heading=h.q83r89nvc6ro]PRIMERO. Procedibilidad
[bookmark: _heading=h.b57wr2hwzmqa]a) Competencia del Instituto.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en los artículos Transitorios Segundo, Cuarto y Quinto del DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de simplificación orgánica, publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro; artículo Transitorio Décimo Noveno del DECRETO por el que se expiden la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares: y se reforma el artículo 37, fracción XV, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, publicado en el DOF el veinte de marzo de dos mil veinticinco; artículos transitorios TERCERO y CUARTO del Decreto Número 198 publicado en el Periódico Oficial “Gaceta de Gobierno” del Estado de México el 4 de noviembre de 2025; artículos 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181, párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

[bookmark: _heading=h.hussctblg1db]b) Legitimidad de la parte recurrente.
El recurso de revisión fue interpuesto por parte legítima, ya que se presentó por la misma persona que formuló la solicitud de acceso a la Información Pública, debido a que los datos de acceso SAIMEX son personales e irrepetibles.

[bookmark: _heading=h.dc4ctth2frwo]c) Plazo para interponer el recurso.
[bookmark: _heading=h.1pxezwc]En la siguiente tabla se especifican los plazos para la interposición del recurso de inconformidad, a saber:


	Fecha de Respuesta
	Fecha de Interposición
	Observación

	22 de enero de 2025
	06 de febrero de 2026
	Se encuentra dentro del margen temporal previsto en el artículo 178 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.


[bookmark: _heading=h.kaq6rmy558bb]
[bookmark: _heading=h.94qcm94mczg6]SEGUNDO. Estudio de Fondo.
[bookmark: _heading=h.guu1dgegqfby]a) Mandato de transparencia y responsabilidad del Sujeto Obligado.
El derecho de acceso a la información pública es un derecho humano reconocido en el artículo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el artículo quinto de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
“Artículo 6.
(…)
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente:
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:
I. 	Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.”

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México
“Artículo 5.- 
(…)
El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho.
Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso.
Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:
I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos estatales y municipales, así como del gobierno y de la administración pública municipal y sus organismos descentralizados, asimismo de cualquier persona física, jurídica colectiva o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de interés público y seguridad, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.”

Asimismo, el artículo 150 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios indica que la solicitud es la garantía primaria del Derecho de Acceso a la Información, además, establece que se regirá por los principios de simplicidad, rapidez, gratuidad del procedimiento, auxilio y orientación a los particulares.

Por su parte, el artículo 4 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios refiere que toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad.

Esto es, que los Sujetos Obligados deben atender las solicitudes de acceso a la información pública que se les sean realizadas, y proporcionar la información pública que obre en su poder, conforme al estado en que se encuentre, sin que sea necesario procesar la misma, ni presentarla conforme al interés del solicitante; tal y como lo establece el artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Es decir, que todo sujeto obligado que genere, recopile, administre, procese, archive, posea o conserven, son responsables de la misma, teniendo a su vez la obligación de proporcionar la información que se les requiera sin necesidad de resumirla, efectuar procedimientos para obtenerla, calcular o practicar investigaciones; en otras palabras, que los Sujetos Obligados sólo se concretarán a proporcionar la información solicitada que tengan en su poder en el estado que se encuentra, sin necesidad de concretarse al interés o términos específicos del solicitante.

En esa tesitura, el artículo 24 último párrafo de la Ley de la Materia dispone que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones; por consiguiente, la información pública se encuentra a disposición de cualquier persona, lo que implica que es deber de los Sujetos Obligados, garantizar el Derecho de Acceso a la Información Pública, siempre y cuando no se trate de información reservada o confidencial.

[bookmark: _heading=h.23ckvvd]Con base en lo anterior, se considera que EL SUJETO OBLIGADO se encontraba compelido a atender la solicitud de acceso a la información realizada por LA PARTE RECURRENTE.
[bookmark: _heading=h.ollu6aijgmk]b) Controversia a resolver.
Con el objeto de ilustrar la controversia planteada, resulta conveniente precisar que, una vez realizado el estudio de las constancias que integran el expediente en que se actúa, se desprende que LA PARTE RECURRENTE solicitó del año 2025 lo siguiente: 

1. Padrón catastral con que cuenta el Ayuntamiento ; y
2. Importe recaudado por el Ayuntamiento con motivo del pago de derechos de catastro.



En respuesta, EL SUJETO OBLIGADO se pronunció por conducto del Coordinador de Catastro quien manifestó que, la solicitud parte de una premisa incorrecta al considerar como derechos, los ingresos derivados del catastro; señaló que el padrón catastral contiene información vinculada con bienes inmuebles, propietarios o poseedores, valores catastrales y demás elementos que permiten la identificación patrimonial de personas físicas o morales, por lo que constituye información confidencial conforme a la Ley de Transparencia local; y, con base en ello, estimó improcedente proporcionar el padrón catastral solicitado, precisando que únicamente la información estadística, agregada o general sobre los ingresos municipales puede consultarse en los informes públicos, cuentas públicas y portales de transparencia del Ayuntamiento.

Ahora bien, en la interposición del presente recurso, LA PARTE RECURRENTE se inconformó sobre la negativa a la información solicitada.

Por otra parte, en el apartado de manifestaciones EL SUJETO OBLIGADO omitió rendir su informe justificado, y por su cuenta, LA PARTE RECURRENTE no realizó manifestación alguna.

En razón de lo anterior, el estudio se centrará en determinar si EL SUJETO OBLIGADO atendió de manera congruente y exhaustiva la solicitud de acceso a la información, o si la negativa de proporcionar el padrón catastral y la falta de entrega del documento donde conste el importe recaudado por concepto de catastro vulneran el derecho de acceso a la información de LA PARTE RECURRENTE.
[bookmark: _heading=h.270d3aofqozi]c) Estudio de la controversia.
Una vez precisado lo anterior, resulta necesario comenzar con el estudio señalando que el artículo 18 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, contempla que los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, precepto normativo que textualmente establece lo siguiente:

Artículo 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, considerando desde su origen la eventual publicidad y reutilización de la información que generen

Lo anterior toma relevancia, pues según Jarquín, Soledad (2019), en el “Diccionario de Transparencia y Acceso a la Información Pública” (p. 126 y 127), todos los SUJETOS OBLIGADOS tienen la obligación jurídica, en materia de transparencia y acceso a la información pública, de dejar constancia o registro material de las actividades efectuadas con motivo del ejercicio de sus atribuciones de cualquier acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.

Además, precisa que los documentos son el registro material que da testimonio de las actividades efectuadas por los sujetos obligados con motivo del ejercicio de sus facultades, atribuciones o funciones, los cuales pueden ser escritos, impresos, sonoros, visuales, electrónicos, informáticos, entre otros; asimismo aclara que estos pueden contener valores administrativos, legales, fiscales, contables, históricos, informativos, entre otros.

En primer término, este Instituto advierte que, para atender la solicitud de acceso a la información, EL SUJETO OBLIGADO recabó el pronunciamiento del Coordinador de Catastro, unidad administrativa que, atendiendo a la materia y especial naturaleza de la información requerida, se estima razonablemente competente para conocer de los registros que integran el padrón catastral municipal, así como de la información relacionada con su integración, actualización, conservación y administración.

En ese sentido, no se advierte una omisión respecto de la búsqueda de la información solicitada, pues la respuesta fue emitida precisamente por el área que, conforme al Código Financiero del Estado de México y Municipios y demás disposiciones aplicables en materia catastral, ejerce las atribuciones relacionadas con el padrón catastral municipal. Así, el análisis del presente recurso no versa sobre la competencia de la unidad administrativa que emitió el pronunciamiento, sino sobre la legalidad y suficiencia de la respuesta otorgada frente a los requerimientos formulados por la parte solicitante.

Precisado lo anterior, este Instituto estima que la negativa absoluta de proporcionar el padrón catastral no se encuentra debidamente sustentada.

Ello es así, porque si bien el Sujeto Obligado manifestó que el padrón catastral constituye información clasificada al contener datos vinculados con bienes inmuebles, propietarios o poseedores, valores catastrales y demás elementos que permiten identificar el patrimonio de personas físicas o morales, lo cierto es que dicho razonamiento parte de una premisa general que no distingue la naturaleza de la totalidad de la información que integra dicho instrumento administrativo.

En efecto, para determinar el alcance de la clasificación invocada resulta indispensable analizar la naturaleza jurídica del padrón catastral y de la información que lo integra.

Para ello, la Ley de Bienes del Estado de México y de sus Municipios establece:

“Artículo 5. Corresponde al Ejecutivo del Estado por conducto de la Oficialía Mayor y a los ayuntamientos:
I. La elaboración del padrón de bienes del dominio público y privado del Estado y de los ayuntamientos.”

Asimismo, el propio ordenamiento clasifica los bienes propiedad del Estado y de los Municipios.

“Artículo 14. Los bienes del dominio público se clasifican en:
I. Bienes de uso común; y
II. Bienes destinados a un servicio público.”

Posteriormente, los artículos 16 y 18 desarrollan qué bienes integran cada una de dichas categorías, comprendiendo, entre otros:

· vías terrestres de comunicación;
· plazas;
· calles;
· jardines;
· parques públicos;
· inmuebles destinados al servicio público;
· edificios utilizados por los poderes públicos;
· mercados;
· rastros;
· hospitales;
· panteones;
· bienes muebles e inmuebles destinados a la prestación de servicios públicos.

Por su parte, el artículo 19 dispone que:

“Son bienes del dominio privado aquéllos que no son de uso común ni están destinados a un servicio público y que por su naturaleza están sujetos al derecho privado.”

De las disposiciones transcritas se desprende que dentro del territorio municipal coexisten bienes inmuebles pertenecientes al dominio público y bienes pertenecientes al dominio privado de particulares, circunstancia que necesariamente se refleja en la integración del padrón catastral.

Ahora bien, el Diccionario de Datos Catastrales Escala 1:1000 del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) define al padrón catastral como:

"el conjunto de datos integrados por un registro alfanumérico y un registro gráfico que contiene los catálogos operativos, tales como zonas, manzanas, calles, áreas homogéneas, bandas de valor, además de la descripción técnica y administrativa de los predios, propiedades y construcciones de los inmuebles localizados en territorio estatal."

Asimismo, define la clave catastral como el código que identifica de forma única un predio para su localización geográfica, mismo que es asignado en el momento de su inscripción dentro del padrón catastral.

Estas definiciones permiten advertir que el padrón catastral constituye una base de información compleja integrada tanto por información gráfica como alfanumérica, en la que convergen datos técnicos, administrativos, geográficos y jurídicos respecto de la totalidad de los inmuebles ubicados dentro del territorio municipal, sin distinguir, en principio, entre inmuebles públicos y privados.

Esta conclusión encuentra sustento en el Código Financiero del Estado de México y Municipios, cuyo artículo 171 dispone que los Ayuntamientos y las autoridades catastrales municipales, además de las atribuciones que dicho Código y otros ordenamientos les confieran, tendrán entre otras las de:

· llevar a cabo la inscripción y control de los inmuebles localizados dentro del territorio municipal;
· recibir las manifestaciones catastrales de propietarios o poseedores; y
· efectuar la inscripción o actualización correspondiente dentro del padrón catastral municipal.

En armonía con ello, el artículo 2, fracción XII, del Reglamento del Título Quinto del Código Financiero del Estado de México y Municipios, denominado "Del Catastro", establece que el Sistema de Información Catastral constituye la herramienta informática desarrollada para integrar, mantener y actualizar el padrón catastral municipal, incluyendo los sistemas desarrollados por los propios Ayuntamientos que contengan la misma información.

Asimismo, el artículo 22, fracción I, incisos a), c) y d), del citado Reglamento prevé que corresponde a la autoridad catastral municipal prestar, entre otros, los servicios relativos a:

· inscripción de inmuebles en el padrón catastral;
· actualización del padrón;
· modificación de registros catastrales.

De igual forma, los artículos 16 y 31 del propio Reglamento disponen que el Instituto de Información e Investigación Geográfica, Estadística y Catastral del Estado de México recopilará mensualmente la base de datos del padrón catastral municipal mediante el Sistema de Información Catastral, mientras que el artículo 174 Bis del Código Financiero establece la obligación de las autoridades catastrales municipales de remitir periódicamente la actualización de los registros gráficos y alfanuméricos que integran dicho padrón.

De este marco normativo se desprende que el padrón catastral constituye un instrumento administrativo cuya finalidad consiste en concentrar y mantener actualizada la totalidad de la información relativa a los inmuebles existentes dentro del territorio municipal, independientemente de que éstos pertenezcan a particulares o formen parte del patrimonio público.

Ahora bien, del análisis del marco normativo antes referido, este Instituto estima que el criterio sostenido por EL SUJETO OBLIGADO resulta parcialmente correcto, aunque insuficiente para justificar la negativa absoluta de proporcionar el padrón catastral.

Lo anterior es así, porque si bien dicho padrón incorpora información relativa a inmuebles pertenecientes a particulares, también comprende información correspondiente a bienes inmuebles del dominio público y de instituciones públicas, cuya naturaleza jurídica es distinta y, por tanto, merece un tratamiento diferenciado en materia de acceso a la información.

En efecto, el artículo 180 del Código Financiero del Estado de México y Municipios dispone que el padrón catastral se integra por un registro alfanumérico y un registro gráfico.

Por su parte, el artículo 29 del Reglamento del Título Quinto del Código Financiero del Estado de México y Municipios precisa que dichos registros deberán contener, entre otros, los siguientes elementos:

Registro alfanumérico

clave catastral;
nombre del propietario o poseedor;
Clave Única de Registro de Población (CURP);
ubicación del predio;
características físicas del terreno;
información técnica del inmueble;
catálogos operativos y normativos.

Registro gráfico

cartografía vectorial a nivel manzana;
cartografía vectorial a nivel predio.

De lo anterior se desprende que el padrón catastral incorpora información de distinta naturaleza, pues mientras algunos de sus elementos constituyen datos personales de particulares, otros corresponden a información eminentemente técnica, geográfica o administrativa, e incluso a datos relativos a inmuebles que forman parte del patrimonio público.
En ese sentido, este Instituto considera necesario distinguir ambos supuestos.

Respecto de los inmuebles pertenecientes a particulares, el padrón contiene información que permite identificar o hacer identificables a personas físicas o morales, tales como el nombre del propietario o poseedor, la CURP, el domicilio y demás elementos asociados al patrimonio de éstos.

Sobre el particular, los artículos 2.3 y 2.5 del Código Civil del Estado de México reconocen el domicilio como un atributo de la personalidad, mientras que el artículo 29 del Código Civil Federal establece que el domicilio de las personas físicas corresponde al lugar donde residen habitualmente, tienen el principal asiento de sus negocios o, en determinados casos, donde se encuentren.

En consecuencia, el domicilio constituye un dato que permite individualizar a una persona y ubicarla físicamente, circunstancia que incide directamente en su esfera privada.

Por ello, la dirección o ubicación de un inmueble cuando ésta se encuentra asociada a una persona física o moral determinada constituye un dato personal, cuya difusión permitiría identificar el patrimonio o el lugar de residencia de su titular.

En consecuencia, respecto de esa información sí se actualiza el supuesto de confidencialidad previsto en el artículo 143, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

No obstante, distinta es la situación tratándose de bienes inmuebles propiedad del Estado, de los Municipios o de cualquier institución pública.

Al respecto, los artículos 12, 13, 14 y 28 de la Ley de Bienes del Estado de México y Municipios distinguen claramente entre bienes de dominio público y bienes de dominio privado pertenecientes al Estado y a los municipios, reconociendo que éstos pueden destinarse al uso común, a la prestación de servicios públicos o al desarrollo de las actividades propias de las instituciones gubernamentales.

En ese orden de ideas, la información relativa a la ubicación de tales inmuebles no incide sobre la esfera privada de persona alguna, sino que versa sobre bienes que forman parte del patrimonio público.

En efecto, el artículo 70, fracción XXXIV, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en relación con el diverso 92, fracción XXXIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, establece como obligación de transparencia la publicación del inventario de bienes muebles e inmuebles con que cuentan los sujetos obligados.

Asimismo, los Lineamientos Técnicos Generales para la publicación, homologación y estandarización de las obligaciones de transparencia precisan que dicho inventario debe contener diversos datos relativos a los bienes inmuebles, incluyendo su ubicación.

De ello se desprende que la localización de inmuebles propiedad de instituciones públicas constituye información de naturaleza pública cuya difusión encuentra sustento expreso en la legislación de transparencia.

En consecuencia, este Instituto considera que la ubicación de bienes inmuebles pertenecientes al dominio público o propiedad de instituciones públicas no actualiza el supuesto de confidencialidad previsto por el artículo 143, fracción I, de la Ley de Transparencia local.

Así, la sola circunstancia de que el padrón catastral contenga datos personales respecto de determinados inmuebles particulares no permite concluir que la totalidad del documento deba permanecer inaccesible.

Por el contrario, conforme a los principios de máxima publicidad y divisibilidad de la información, cuando un documento contenga tanto información pública como información clasificada, el sujeto obligado debe permitir el acceso a aquella parte cuyo conocimiento no se encuentre legalmente restringido, elaborando para tal efecto la correspondiente versión pública.

Este Instituto resalta que, si bien, por regla general, toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública, también existen excepciones expresamente previstas en la ley respecto de aquella información cuya divulgación pudiera afectar bienes jurídicamente tutelados.

Así, el artículo 3, fracciones XXI, XXIII y XXIV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios distingue entre:

· Información confidencial, consistente en aquella que comprende datos personales o secretos cuya titularidad corresponde a particulares.
· Información privada, contenida en documentos públicos o privados que refieran a la vida privada o datos personales.
· Información reservada, cuya divulgación puede generar un daño conforme a los supuestos previstos por la propia Ley.

No obstante, dichas categorías no autorizan a negar indiscriminadamente el acceso a documentos que contengan información de diversa naturaleza.

Por el contrario, cuando un documento incorpora simultáneamente información pública e información clasificada, el sujeto obligado debe elaborar la versión pública correspondiente, testando únicamente aquellos datos cuya divulgación actualice alguno de los supuestos previstos en la Ley.

En consecuencia, este Instituto concluye que la negativa absoluta emitida por EL SUJETO OBLIGADO carece de la debida fundamentación y motivación, pues parte de la premisa de que la totalidad del padrón catastral constituye información confidencial, sin advertir que dicho instrumento también incorpora información pública susceptible de entregarse mediante la elaboración de la correspondiente versión pública, observando para ello el procedimiento previsto en la Ley de Transparencia local y en los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información y para la Elaboración de Versiones Públicas.

Por otra parte, respecto del requerimiento consistente en conocer el importe recaudado por el Ayuntamiento con motivo del pago de derechos de catastro, este Instituto advierte que la respuesta emitida por EL SUJETO OBLIGADO tampoco resulta suficiente para tener por atendido dicho aspecto de la solicitud.

Lo anterior es así, pues el Coordinador de Catastro se limitó a señalar que la solicitud partía de una premisa incorrecta al considerar como "derechos" los ingresos derivados del catastro y, con base en ello, manifestó que únicamente la información estadística, agregada o general sobre los ingresos municipales podía consultarse en los informes públicos, cuentas públicas y portales de transparencia del Ayuntamiento.

No obstante, dicho pronunciamiento no atiende el fondo de lo solicitado.

En efecto, del análisis integral de la solicitud de acceso a la información se advierte que el interés de la parte solicitante consistía en conocer el monto que el Ayuntamiento recauda por concepto de los pagos relacionados con la función catastral durante el año 2025, independientemente de la denominación jurídica que corresponda a dichos ingresos conforme a la legislación fiscal aplicable.

En ese sentido, la circunstancia de que el solicitante hubiera empleado la expresión "pago de derechos de catastro" no autorizaba al Sujeto Obligado a desatender el requerimiento formulado, pues de conformidad con el principio de máxima publicidad y la interpretación favorable de las solicitudes de acceso a la información, éstas deben atenderse privilegiando el acceso efectivo a la información pública, sin sujetar su procedencia a tecnicismos o formalismos que desnaturalicen el sentido de lo solicitado.

Así, si el área competente estimaba que la denominación utilizada por el particular no correspondía técnicamente a la naturaleza jurídica del ingreso, ello únicamente implicaba la obligación de precisar dicha circunstancia y proporcionar la información que razonablemente correspondiera al requerimiento planteado, mas no justificar con ello la omisión de entregar el documento donde constara el importe efectivamente recaudado durante la temporalidad solicitada.

Incluso, de la respuesta emitida tampoco se advierte que el Sujeto Obligado hubiera identificado el documento específico en el que obrara dicha información, ni que hubiera señalado de manera puntual el apartado de los informes públicos o cuentas públicas donde pudiera localizarse el monto solicitado, limitándose únicamente a realizar una remisión genérica a diversas fuentes de consulta.

Al respecto, este Instituto ha sostenido de manera reiterada que las remisiones genéricas a portales electrónicos, informes o sitios de Internet no satisfacen el derecho de acceso a la información cuando no permiten al solicitante identificar de manera precisa el documento, apartado o registro en el que obra la información requerida.

En consecuencia, este aspecto de la respuesta también resulta insuficiente.

En mérito de todo lo anteriormente expuesto, este Instituto concluye que, si bien EL SUJETO OBLIGADO recabó el pronunciamiento de la unidad administrativa que, atendiendo a la especial naturaleza de la solicitud, se estima materialmente competente para conocer de la información requerida, lo cierto es que la respuesta emitida no atendió de manera congruente y exhaustiva los requerimientos formulados por la parte solicitante.

Ello, porque negó de manera absoluta el acceso al padrón catastral bajo el argumento de que éste contiene información confidencial, sin analizar la posibilidad de proporcionar una versión pública respecto de aquella información que no actualiza algún supuesto de clasificación; asimismo, omitió proporcionar el documento donde constara el importe recaudado por el Ayuntamiento durante la temporalidad solicitada, limitándose a realizar precisiones respecto de la naturaleza jurídica de dichos ingresos y remisiones genéricas a diversas fuentes públicas.

En virtud de lo hasta aquí expuesto, este Instituto estima procedente ordenar a EL SUJETO OBLIGADO que, previa búsqueda exhaustiva y razonable en los archivos de la unidad administrativa competente:

Entregue el documento que contenga el padrón catastral correspondiente al año 2025, así como el documento donde conste el importe recaudado por el Ayuntamiento durante el año 2025 por concepto de los pagos relacionados con la función catastral.

[bookmark: _heading=h.g3aud99n55mn]d) Versión pública.
Para el caso de que el o los documentos de los cuales se ordena su entrega contengan datos personales susceptibles de ser testados, deberán ser entregados en versión pública, pues el derecho de acceso a la información tiene como limitante el respeto a la intimidad y a la vida privada de las personas, es por ello que este Instituto debe cuidar que los datos personales que obren en poder de los Sujetos Obligados sean protegidos y únicamente se den a conocer aquéllos que abonen a la rendición de cuentas y a la transparencia en el ejercicio de las atribuciones que tienen conferidas. De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la ley permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares.

A este respecto, los artículos 3, fracciones IX, XX, XXI y XLV; 51 y 52 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios establecen:

“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: 
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México; 

XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial; 

XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; 

XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso. 

Artículo 51. Los sujetos obligados designaran a un responsable para atender la Unidad de Transparencia, quien fungirá como enlace entre éstos y los solicitantes. Dicha Unidad será la encargada de tramitar internamente la solicitud de información y tendrá la responsabilidad de verificar en cada caso que la misma no sea confidencial o reservada. Dicha Unidad contará con las facultades internas necesarias para gestionar la atención a las solicitudes de información en los términos de la Ley General y la presente Ley.

Artículo 52. Las solicitudes de acceso a la información y las respuestas que se les dé, incluyendo, en su caso, la información entregada, así como las resoluciones a los recursos que en su caso se promuevan serán públicas, y de ser el caso que contenga datos personales que deban ser protegidos se podrá dar su acceso en su versión pública, siempre y cuando la resolución de referencia se someta a un proceso de disociación, es decir, no haga identificable al titular de tales datos personales.” (Énfasis añadido)

Así, los datos personales que obren en poder de los Sujetos Obligados deben estar protegidos, adoptando las medidas de seguridad administrativas, físicas y técnicas necesarias para garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de los datos personales, considerando además, que conforme al principio de finalidad, todo tratamiento de datos personales que se efectúe deberá estar justificado en la Ley, lo anterior en términos de lo dispuesto por el artículo 22, párrafo primero, relacionado con el 38 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, los cuales se transcriben para mayor referencia: 

“Artículo 22. Todo tratamiento de datos personales que efectúe el responsable deberá estar justificado por finalidades concretas, lícitas, explícitas y legítimas, relacionadas con las atribuciones que la normatividad aplicable les confiera. 

Artículo 38. Con independencia del tipo de sistema y base de datos en el que se encuentren los datos personales o el tipo de tratamiento que se efectúe, el responsable adoptará, establecerá, mantendrá y documentará las medidas de seguridad administrativas, físicas y técnicas para garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de los datos personales, a través de controles y acciones que eviten su daño, alteración, pérdida, destrucción, o el uso, transferencia, acceso o cualquier tratamiento no autorizado o ilícito, de conformidad con lo dispuesto en los lineamientos que al efecto se expidan.” 

De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley de la materia permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares toda vez que ésta tiene por objeto proteger datos personales, entendiéndose por tales, aquéllos que hacen identificable a una persona. 

Lo anterior es así, en virtud de que toda la información relativa a una persona física o jurídico colectiva que le pueda hacer identificada o identificable constituye un dato personal en términos del artículo 4, fracción XI de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios; por consiguiente, se trata de información confidencial que debe ser protegida por EL SUJETO OBLIGADO, por lo que, todo dato personal susceptible de clasificación debe ser protegido.

La finalidad de la versión pública es salvaguardar la vida, integridad, seguridad, patrimonio y privacidad de las personas; de tal manera que, todo aquello que no tenga por objeto proteger lo anterior, es susceptible de ser entregado. En otras palabras, la protección de datos personales es una derivación del derecho a la intimidad.

Asimismo, es importante señalar que dicha clasificación se tiene que efectuar mediante la forma y formalidades que la ley de la materia impone; es decir, mediante acuerdo debidamente fundado y motivado de su Comité de Transparencia, en términos de los artículos 49, fracción VIII y 132, fracciones II y III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, así como los numerales Segundo, fracción XVIII,  y del Cuarto al Décimo Primero de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, que literalmente expresan:

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios

“Artículo 49. Los Comités de Transparencia tendrán las siguientes atribuciones:
VIII. Aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información;

Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.”

“Segundo. - Para efectos de los presentes Lineamientos Generales, se entenderá por:
XVIII.  Versión pública: El documento a partir del que se otorga acceso a la información, en el que se testan partes o secciones clasificadas, indicando el contenido de éstas de manera genérica, fundando y motivando la reserva o confidencialidad, a través de la resolución que para tal efecto emita el Comité de Transparencia.

Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información

Cuarto. Para clasificar la información como reservada o confidencial, de manera total o parcial, el titular del área del sujeto obligado deberá atender lo dispuesto por el Título Sexto de la Ley General, en relación con las disposiciones contenidas en los presentes lineamientos, así como en aquellas disposiciones legales aplicables a la materia en el ámbito de sus respectivas competencias, en tanto estas últimas no contravengan lo dispuesto en la Ley General.
Los sujetos obligados deberán aplicar, de manera estricta, las excepciones al derecho de acceso a la información y sólo podrán invocarlas cuando acrediten su procedencia.

Quinto. La carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información, por actualizarse cualquiera de los supuestos de clasificación previstos en la Ley General, la Ley Federal y leyes estatales, corresponderá a los sujetos obligados, por lo que deberán fundar y motivar debidamente la clasificación de la información ante una solicitud de acceso o al momento en que generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia, observando lo dispuesto en la Ley General y las demás disposiciones aplicables en la materia.

Sexto. Se deroga.

Séptimo. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I.        Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II.       Se determine mediante resolución del Comité de Transparencia, el órgano garante competente, o en cumplimiento a una sentencia del Poder Judicial; o
III.      Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en la Ley General, la Ley Federal y las correspondientes de las entidades federativas.
Los titulares de las áreas deberán revisar la información requerida al momento de la recepción de una solicitud de acceso, para verificar, conforme a su naturaleza, si encuadra en una causal de reserva o de confidencialidad. 

Octavo. Para fundar la clasificación de la información se debe señalar el artículo, fracción, inciso, párrafo o numeral de la ley o tratado internacional suscrito por el Estado mexicano que expresamente le otorga el carácter de reservada o confidencial.
Para motivar la clasificación se deberán señalar las razones o circunstancias especiales que lo llevaron a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.
En caso de referirse a información reservada, la motivación de la clasificación deberá comprender el análisis de la prueba del daño a que hace referencia el artículo 104 de la Ley General, en relación con el artículo trigésimo tercero de los presentes lineamientos, así como las circunstancias que justifican el establecimiento de determinado plazo de reserva. 

Noveno. En los casos en que se solicite un documento o expediente que contenga partes o secciones clasificadas, los titulares de las áreas deberán elaborar una versión pública fundando y motivando la clasificación de las partes o secciones que se testen, siguiendo los procedimientos establecidos en el Capítulo IX de los presentes lineamientos.

Décimo. Los titulares de las áreas, deberán tener conocimiento y llevar un registro del personal que, por la naturaleza de sus atribuciones, tenga acceso a los documentos clasificados. Asimismo, deberán asegurarse de que dicho personal cuente con los conocimientos técnicos y legales que le permitan manejar adecuadamente la información clasificada, en los términos de la Ley General de Archivo, Lineamientos para la Organización y Conservación de Archivos y demás normatividad aplicable.
En ausencia de los titulares de las áreas, la información será clasificada o desclasificada por la persona que lo supla, en términos de la normativa que rija la actuación del sujeto obligado.
Décimo primero. En el intercambio de información entre sujetos obligados para el ejercicio de sus atribuciones, los documentos que se encuentren clasificados deberán llevar la leyenda correspondiente de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo VIII de los presentes lineamientos.”

Consecuentemente, se destaca que la versión pública que elabore EL SUJETO OBLIGADO debe cumplir con las formalidades exigidas en la Ley, por lo que para tal efecto emitirá el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 122 y 124 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, con el cual sustentará la clasificación de datos y con ello la "versión pública" de los documentos materia de la solicitud, ya que de no hacerlo implica que lo entregado no es legal ni formalmente una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; pues no se señalan las razones por las que no se aprecian determinados datos -ya sea porque se testan o suprimen- lo cual deja al solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva, es decir, si no se exponen de manera puntual las razones, se estaría violentando desde un inicio el derecho de acceso a la información del solicitante.


[bookmark: _heading=h.e13dmgwjl5o6]e) Conclusión.
En razón de lo anteriormente expuesto, este Instituto estima que las razones o motivos de inconformidad hechos valer por EL RECURRENTE devienen parcialmente fundadas; motivo por el cual, este Órgano Garante determina REVOCAR la respuesta otorgada por EL SUJETO OBLIGADO, en términos del artículo 186, fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios por las razones expuestas en el presente considerando.

Así, con fundamento en lo establecido en los artículos transitorios TERCERO y CUARTO del Decreto Número 198 publicado en el Periódico Oficial “Gaceta de Gobierno” del Estado de México el 04 de noviembre de 2025 y en los artículos 2, fracción II, 9, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, fracción V, 186 y 188 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, este Pleno:

[bookmark: _heading=h.wsm0nosio1el]RESUELVE

PRIMERO. Se REVOCA la respuesta entregada en cumplimiento a la resolución emitida por el SUJETO OBLIGADO en la solicitud de información 00413/ALMOJU/IP/2025, por resultar FUNDADAS las razones o motivos de inconformidad hechos valer por LA PARTE RECURRENTE en el Recurso de Revisión 12507/INFOEM/ICR-75/IP/RR/2025 en términos del considerando SEGUNDO de la presente Resolución.

[bookmark: _heading=h.p2f5rm941076]SEGUNDO. Se ORDENA al SUJETO OBLIGADO, a efecto de que, entregue a través del SAIMEX, en versión pública, el o los documentos en los que conste lo siguiente:

1. Padrón catastral al 22 de septiembre de 2025; e
2. [bookmark: _heading=h.nn3suw4rf7lb]Importe recaudado por concepto de los pagos relacionados con la función catastral del 01 de enero al 22 de septiembre de 2025.

De ser necesarias las versiones públicas, se deberá entregar el Acuerdo del Comité de Transparencia mediante el cual se apruebe la clasificación de información, en términos del artículo 49, fracción VIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

TERCERO. Notifíquese vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. Notifíquese a LA PARTE RECURRENTE la presente resolución vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX).

QUINTO. Hágase del conocimiento a LA PARTE RECURRENTE que, de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, podrá impugnar la presente resolución vía Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables.


ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA (AUSENCIA JUSTIFICADA), SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA, EN LA VIGÉSIMA SEXTA SESIÓN ORDINARIA, CELEBRADA EL QUINCE DE JULIO DE DOS MIL VEINTISÉIS ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.
[bookmark: _heading=h.imfl8q5kqr4]SCMM/AGZ/DEMF/DLM
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